
 
  

INICIATIVA QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 10 Y 11 DE LA LEY GENERAL DE 

ASENTAMIENTOS HUMANOS, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO URBANO, A 

CARGO DEL DIPUTADO HIGINIO DEL TORO PÉREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE 

MOVIMIENTO CIUDADANO 

El suscrito, diputado Higinio del Toro Pérez, integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en 

la LXIV Legislatura de esta Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, en uso de las facultades 

que le confieren los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, 

numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, me permito someter a la 

consideración de esta soberanía la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 10 y 11 de la Ley 

General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, al tenor de los siguientes 

considerandos: 

Exposición de Motivos 

Los retos de la movilidad obligan al replanteamiento de las estrategias que adoptan los gobiernos, 

principalmente los locales, y que tienen como finalidad establecer una red de transporte multimodal que permita 

a los ciudadanos elegir la forma de transportarse que se adecue a su estilo de vida. 

El problema que da sustento a la presente iniciativa es la falta de articulación que existe entre una misma 

administración gubernamental, tanto estatal como municipal para crear soluciones al problema de movilidad. 

Por ejemplo, mientras alguna instancia gubernamental incorpora en sus programas de movilidad la construcción 

de un medio masivo para mejorar la oferta de transporte público y así disminuir el uso del automóvil, otra 

instancia realiza obras de infraestructura vial que benefician y promueven el uso del auto. 

Pese a que pueden surgir diversas propuestas en un mismo gobierno para dar solución a alguna problemática 

específica o para mejorar algún proceso o servicio, las estrategias pueden llegar a confrontarse y provocar una 

desarticulación, lo cual complica lograr el objetivo de mejorar la movilidad de la ciudad. 

Si bien es cierto que la concientización del problema de la movilidad en las ciudades mexicanas ha provocado 

que desde el gobierno federal se formulen programas que puedan ayudar a resolver el problema en su totalidad, 

también es cierto que las particularidades de cada región no permiten que se pueda implementar la misma 

solución en todas las ciudades. Ejemplo de esto son las ciclopistas que han funcionado en la Ciudad de México 

pero que no han podido ser integradas en los estados del norte del país debido a que el clima extremoso 

desincentiva el uso de la bicicleta. En consecuencia, no es la falta de infraestructura lo que frena el programa de 

movilidad sino las condiciones que debieron ser consideradas desde antes de la adopción de dicha política. 

En este orden de ideas, los gobiernos locales obtienen un papel fundamental para responder a las problemáticas 

de cada región, ya que son ellos los que entienden el problema en su totalidad y cuentan con los medios para 

diseñar estrategias que respondan a las características propias de la localidad. 

De acuerdo con el artículo 115 Constitucional, las facultades de los gobiernos municipales en materia de 

planificación urbana son las siguientes: 



 
  

 

Cabe señalar que en el artículo 116 constitucional, en el que se establecen las facultades de los estados, no se 

hace referencia a las atribuciones del ámbito estatal en materia de planificación urbana. 

Por lo que es necesario que los gobiernos locales adopten dos responsabilidades para el tema de la movilidad, la 

primera de ellas es la que tiene que ver con la planeación desde lo local, es decir, que deben formular estrategias 

a partir del contexto de su región a fin de que la política diseñada e implementada responda a la realidad que se 

vive en la localidad. En segundo lugar, los gobiernos deben mantener el compromiso de articular a sus 

instancias gubernamentales para prevenir que mientras una política se enfoque en la solución de una 

problemática, otra política no esté fomentando el problema. De esta forma se evitará que el mismo gobierno se 

sabotee a sí mismo provocando un problema superior al que se tenía originalmente. 

A partir de la problemática identificada, se entiende que es necesaria una reforma a las atribuciones que se le 

dan a las entidades federativas y a los municipios con la finalidad de que sean ellos los que contribuyan y se 

organicen para formular políticas públicas a favor de la movilidad urbana, de manera que dichas estrategias 

sean transversales y que no interfieran las acciones implementadas por diferentes instancias. 

Para lograr el objetivo, es necesario reformar las atribuciones que la Ley General de Asentamientos Humanos, 

Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano otorga a las entidades federativas en el artículo 10, y a los 

municipios en el artículo 11. 

Con las reformas propuestas, los artículos quedarían de la siguiente forma, a fin de que las entidades puedan 

promover los planes de movilidad para las ciudades que se encuentran en su territorio considerando las 

propuestas de los gobiernos municipales, con lo que se garantiza la plena participación de los gobiernos locales 

en un problema común. 

A continuación, se presenta el comparativo de la propuesta: 



 
  

 

En razón de lo expuesto y fundamentado, me permito someter a consideración de esta honorable Cámara, el 

siguiente proyecto de: 

Decreto que reforma los artículos 10 y 11 de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 

Territorial y Desarrollo Urbano 

Artículo Único . - Se reforman los artículos 10 y 11 de la Ley General de Asentamientos Humanos, 

Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, para quedar como sigue: 

Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas: 

I a IV [...] 

V. Formular, aprobar y administrar su programa estatal de ordenamiento territorial y desarrollo urbano bajo 

el principio de coordinación de las instancias gubernamentales para garantizar la armonización de los 

objetivos de los planes urbanos , así como vigilar y evaluar su cumplimiento con la participación de los 

municipios y la sociedad; 

VI a XXVII [...] 

Artículo 11. Corresponde a los municipios: 

I a II [...] 



 
  

III. Formular, aprobar y administrar la Zonificación de los Centros de Población que se encuentren dentro del 

municipio, en los términos previstos en los planes o programas municipales y en los demás que de éstos 

deriven. El gobierno municipal será el encargado de vigilar que los programas gubernamentales 

coincidan con el objetivo del plan urbano; 

IV a XXV [...] 

Transitorio 

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de septiembre del 2019. 

Diputado Higinio del Toro Pérez (rúbrica) 

 

 


